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Exp.- 93/2020/2.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 93/2020/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: *** ***** ****** ****.

	DEMANDADA: TITULAR DE LA UNIDAD JURÍDICA DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.
SECRETARIO JURISDICCIONAL: JOSÉ PIO X SALGADO FLORES


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticuatro de agosto de dos mil veinte.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 93/2020/2 promovido por la C. *** ***** ****** ****, contra actos del Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 22 veintidós de enero de 2020 dos mil veinte, la C. *** ***** ****** ****, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, y por el acto que hizo consistir en: 

“1. Resolución dictada en la ““Reclamación”” numero **************, de fecha primero de noviembre de dos mil diecinueve.”
“2. El procedimiento iniciado bajo el expediente número **************, por Reclamación por Daño Patrimonial.”
En auto del 23 veintitrés de enero de 2020 dos mil veinte, se admitió la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

2.- Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 11 once horas del 13 trece de marzo de 2020 dos mil veinte, se dio inicio a la audiencia final, sin la asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se hizo constar que ninguna de las partes los formuló y, en consecuencia, se tuvo a las partes precluido el derecho de las partes para presentarlos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción X, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de la Parte Actora, está plenamente acreditado con la documental relativa a la resolución definitiva de la Reclamación de Reparación de Daño Patrimonial número **************, dictada el 1 uno de noviembre de 2019 dos mil diecinueve, por la Autoridad Demandada, documental que es visible a las fojas 17 diecisiete a la 19 diecinueve del expediente en que se actúa; de tal manera que si la Parte Actora reclama de la Autoridad Demandada la nulidad lisa y llana del procedimiento por Reclamación por Daño Patrimonial en cita, es patente que le asiste interés jurídico para controvertir ese acto en el presente Juicio Contencioso Administrativo.
Por su parte, el C.P. **** ****** ******** *****, justificó su personalidad como Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, con el nombramiento expedido a su favor, documental que obra a foja 34 treinta y cuatro del expediente en el que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la Parte Actora hizo consistir en:

“1. Resolución dictada en la ““Reclamación”” numero **************, de fecha primero de noviembre de dos mil diecinueve.”
“2. El procedimiento iniciado bajo el expediente número **************, por Reclamación por Daño Patrimonial.”
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Segunda Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localiza de la foja 3 tres a la foja 13 trece del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación indicado como primero del escrito inicial de demanda, resultó fundado y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad tanto del acto impugnado como del procedimiento que le dio origen; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
En los conceptos de impugnación la Parte Actora se duele sustancialmente de lo siguiente:
a) Que la Autoridad Demandada no fundo ni motivó adecuadamente su competencia, ya que de los artículos que citó como fundamento para sustentar su competencia, no se desprende que le confieran atribuciones para resolver un asunto relativo a la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado;
b) Que esa Parte Actora nunca inició un procedimiento de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, lo que se advierte del escrito en que formuló la solicitud respectiva, que se concretó al reintegro de un dinero pagado a una diversa persona moral por el accidente sufrido; y
c) Que la Autoridad Demandada transgredió las reglas esenciales del procedimiento puesto que no le notificó, todos y cada uno de los acuerdo dictados dentro del procedimiento instaurado, por lo que se violentó su derecho de audiencia, al no habérsele notificado el inicio del procedimiento, ni requerimiento alguno, no haberle dado vista con los informes rendidos dentro del procedimiento para que alegara lo que a su derecho conviniera, no habérsele dado la oportunidad procesal de objetar las pruebas ofrecidas por las diversas autoridades, y no haberse abierto periodo de alegatos.
Por cuestión de método, se estudiará primero el segundo de los conceptos de impugnación pues es un argumento que ataca el fondo del asunto, mismo que se resuelve como infundado.
En relación al segundo de los conceptos de impugnación en el que él actor se duele que nunca inició un procedimiento de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, lo que se advierte del escrito en que formuló la solicitud respectiva, que se concretó al reintegro de un dinero pagado a una diversa persona moral por el accidente sufrido.

Se debe decir, que resulta infundado, atentos a la naturaleza de la instancia formulada ante el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (en adelante INTERAPAS); así como al análisis integral del escrito de instancia y sus anexos.
En efecto, la Parte Actora aduce que formuló una instancia para que se le efectuara el reintegro de un dinero pagado a una diversa persona moral por el accidente sufrido, concretamente el deducible pagado a su compañía aseguradora, derivado de un accidente, que la Parte Actora sostiene se verificó por una coladera destapada, por lo cual estima que no debe soportar ese daño.
Al respecto es importante, señalar que de suyo esa instancia sí constituye una reclamación de responsabilidad patrimonial del estado, puesto que lo que busca es el resarcimiento del menoscabo patrimonial que la Parte Actora estima resintió derivado de un accidente de tránsito provocado por una coladera destapada, por lo cual estima que ese daño no debe ser soportado.
En ese contexto, se estima que se ubica irrefutablemente en la hipótesis prevista en el artículo 2 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que se transcribe enseguida:

“ARTÍCULO 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del Estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.

Se considerará actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.”
(Énfasis añadido)
Ahora bien, la Parte Actora presentó su instancia ante el INTERAPAS, posterior a que formuló una diversa instancia ante la Dirección de Obras Públicas del Municipio de San Luis Potosí S.L.P., misma que le fue respondida por oficio *****************, de fecha 14 catorce de agosto de 2019 dos mil diecinueve, en donde se le indicó, que en relación a su misiva que se trata de una reclamación de responsabilidad por daño patrimonial, esa Dirección Municipal no era competente, y que se le sugería enderezar su reclamación ante el INTERAPAS.
A continuación se inserta la imagen digitalizada de dicho documento –visible en el folio 14 del Tomo Complementario-:
[IMAGEN DIGITALIZADA]
A dicha documental pública, se le confiere pleno valor probatorio con apoyo legal con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo; por ser un documento que forma parte del expediente administrativo formado a partir de la instancia formulada por la Parte Actora, ante el INTERAPAS.
En ese sentido, se debe resaltar, que dicho documento fue acompañado por la hoy Actora a la instancia formulada ante el INTERAPAS, pues así lo destalla en el penúltimo párrafo, donde literalmente dice:
“(…) Se anexan copias de: deducible pagado, tarjeta de circulación, ife de su servidora y fotografías de coladera o registro y carta de la dirección de obras públicas. (…)”
A continuación, se inserta la imagen digitalizada de la instancia formulada por la Parte Actora ante INTERAPAS –visible en el folio 2 del Tomo Complementario-.
[IMAGEN DIGITALIZADA]

A dicha documental pública, se le confiere pleno valor probatorio con apoyo legal con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo; por ser un documento que forma parte del expediente administrativo formado a partir de la instancia formulada por la Parte Actora, ante el INTERAPAS.

Ahora bien, ha sido criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que la demanda debe ser estudiada de manera integral, comprendiendo desde luego sus documentos anexos, según se pude apreciar en la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe en seguida:
“DEMANDA DE AMPARO. AL PROVEER SOBRE SU ADMISIÓN, SU ANÁLISIS DEBE COMPRENDER LOS ANEXOS QUE SE ACOMPAÑEN A LA MISMA.- Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la demanda de amparo debe ser interpretada en forma integral, atendiendo a lo que en ella se pretende desde el punto de vista material y no únicamente formal; el desarrollo de este criterio permite considerar que el estudio integral de la demanda incluye el de los anexos de la misma, en virtud de que éstos generalmente contienen datos que completan el entendimiento de la demanda, cuando es obscura o imprecisa; así, los anexos pueden permitir al Juez esclarecer su contenido y desentrañar la verdadera voluntad del quejoso, lo que encuentra su apoyo en los principios que para la administración de justicia prevé el artículo 17 de la Constitución General de la República. Por ende, en los casos en que del análisis integral de la demanda y sus anexos, el Juez advierta alguna irregularidad o imprecisión, debe prevenir a la parte quejosa en términos de lo previsto en el artículo 146 de la Ley de Amparo, para que formule la aclaración correspondiente, ya que de omitir esa prevención, incurre en una violación a las normas que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, que podría trascender al resultado de la sentencia, por lo que con apoyo en el artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo, llevaría a ordenar la reposición del procedimiento.- Contradicción de tesis 190/2005-SS.”

A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, dicho criterio es aplicable a la instancia formulada en sede administrativa, puesto que lo que se busca es desentrañar la causa de pedir, es decir, que es lo que el gobernado pretende al formular su instancia.
Acorde a lo anterior, se considera que el INTERAPAS realizó un adecuado análisis de la instancia formulada para establecer que se trataba de un reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, lo que además corresponde a lo manifestado en sede administrativa por la hoy Actora, pues como se ha dicho, la instancia de suyo sí se concreta en un reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Por consiguiente, se considera que el segundo de los conceptos de impugnación resultó infundado.

Cabe precisarse que es en virtud de que se ha declarado infundado el segundo concepto de impugnación, que resultan inoperantes aquellas partes del resto de los argumentos que hace valer la accionante en que pretende se declare ilegal lo actuado por la autoridad debido a que no era un reclamó patrimonial lo que pidió; pues se hacen descansar, sustancialmente, en lo que ya fue desestimado.
Refuerza lo anterior el siguiente criterio cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXI, Abril de 2005; Pág. 1154. XVII.1o.C.T. J/4. Registro No. 178 784
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES LOS QUE PARTEN O SE HACEN DESCANSAR SUSTANCIALMENTE EN LO ARGUMENTADO EN OTROS QUE FUERON DESESTIMADOS.- Si de lo alegado en un concepto de violación se advierte que la impugnación planteada se hace descansar, sustancialmente, en lo que se argumentó en otro u otros conceptos de violación que fueron anteriormente desestimados en la misma ejecutoria, en tanto que resultaron infundados, inoperantes o inatendibles, ello hace que aquél resulte a su vez inoperante, dado que de ninguna manera resultará procedente, fundado u operante lo que en dicho concepto se aduce, por basarse en la supuesta procedencia de aquéllos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

En otro tema, referente al tópico identificado como a), en el que la Parte Actora aduce que la Autoridad Demandada no fundó ni motivó adecuadamente su competencia, pues de los artículos que citó como fundamento para sustentar su competencia, no se desprende que le confieran atribuciones para resolver un asunto relativo a la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
El concepto de impugnación es sustancialmente fundado.

Los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen lo siguiente:

“Artículo 14. (…)

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho…”

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”

Por su parte, las fracciones I, IV y V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicables al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como también el artículo 163 del mencionado Código Procesal, señalan lo siguiente:
“Artículo 164.- Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

(…)

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado…”
De lo dispuesto en los numerales antes transcritos, se conoce que todo acto de molestia precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber:

· Que provenga de autoridad competente.

· Que se exprese por escrito.

· Que en los documentos escritos en los que se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento. 
Ahora bien, respecto del primero de los requisitos enunciados, esto es, que el acto de molestia provenga de autoridad competente, es de recordarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la esencia del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la obligación para la autoridad administrativa que emite un acto de molestia, de citar de manera clara, suficiente y precisa las normas legales que le facultan para su actuación, ya que sólo de esta manera se otorga certeza y seguridad jurídica a los particulares frente a los actos de las autoridades que pudieran lesionar su interés jurídico.

En ese tenor, la fundamentación adecuada de la competencia consiste en citar las disposiciones legales que le conceden atribuciones a una autoridad para emitir un acto de molestia, ello con el fin de brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses, ya que de permitirse lo contrario, esto es, de eximir a la autoridad del deber de fundar con suficiencia su competencia, se privaría al afectado de un elemento que puede resultar esencial para impugnar un acto de autoridad, dado que desconocería la norma legal que faculta a la misma para emitir el acto de molestia que considera afecta su esfera jurídica.
Así las cosas, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.

En este tenor, es dable concluir que para estimar satisfecho el principio constitucional de la debida fundamentación, que consagra el artículo 16 constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa en el acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribirse el apartado específico en donde se otorguen dichas atribuciones para actuar; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que aquél ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en el principio constitucional en cuestión, ninguna clase de ambigüedad, puesto que la finalidad del mismo, esencialmente, consiste en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Cobra aplicación la Jurisprudencia P./J. 10/94, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y contenido, son los siguientes:

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”

Asimismo, sirve de sustento a lo anterior, la Jurisprudencia 115/2005, emitida con motivo de la contradicción de tesis 114/2005-SS, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en fecha nueve de septiembre de dos mil cinco, misma que establece que el mandamiento escrito en el cual se contiene el acto de molestia a los particulares, debe fundarse en el precepto legal que les otorgue la atribución ejercida, citando el apartado, fracción, inciso o subinciso, y en caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente.
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.”, así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

En el caso tiene aplicación también la Jurisprudencia 2º/J.57/2001, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 31, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de noviembre del 2001, la cual textualmente señala:
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISION EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCION EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCION, INCISO Y SUBINCISO.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD." así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afectan o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” 

Así las cosas, en los términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el diverso 164, fracciones I, IV y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia y privación que invada la esfera jurídica de los gobernados debe reunir, entre otros requisitos, el de ser emitido por autoridad competente, la cual deberá señalar las disposiciones legales, acuerdos o decretos, en que apoya su actuación y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribir el apartado específico, en su caso, que contemplen su existencia y le otorguen atribuciones para actuar, así como las disposiciones legales que comprendan el ámbito, espacio o jurisdicción territorial en que pueda ejercer esas facultades, a fin de que el particular esté en posibilidad de constatar si quien le molesta se encuentra o no facultado para ello.
Ahora bien, en el presente asunto, obra la resolución impugnada, en la cual se advierte que como emisor del mismo se señala al Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; quien actuó para emitir la resolución ahora impugnada, con base en los artículos 21, 23, y 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; 4 fracción IV, 87, 88, 89, 91, 94 fracciones II y IV, 100 fracciones I y XXIV de la Ley de Aguas del Estado; 1º y 5º fracciones I y IV del Decreto de Creación del INTERAPAS; 27, 28 fracción XXXIV y 45 fracciones VI, IX, XI y XVI del Reglamento Interior del INTERAPAS. 

Los citados artículos disponen lo siguiente: 

De la Ley de Responsabilidad Patrimonial: 

“Artículo 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable; o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.”

“Artículo 23. Recibida la reclamación, el titular de la entidad involucrada emplazará al servidor público a quien se le atribuya la lesión, a efecto de que en un plazo no mayor de cinco días hábiles dé contestación y ofrezca las pruebas que a sus intereses convengan.
Acto continuo se abrirá un periodo a prueba por un término de diez días hábiles, durante el cual se desahogarán las pruebas ofrecidas que así lo ameriten.
Dentro del procedimiento no serán admisibles las pruebas de posiciones, ni aquellas que contravengan la moral, las buenas costumbres o el orden público.
Concluido el periodo probatorio el titular de la entidad pondrá el expediente a la vista de las partes, por tres días hábiles para que formulen alegatos. Vencido este plazo, el titular de la entidad emitirá resolución debidamente fundada y motivada, en un plazo no mayor de diez días hábiles.
La resolución que emita la entidad deberá contener por lo menos los elementos a que se refiere el artículo 28 de la presente Ley.”
“Artículo 24. El procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado por la vía contenciosa, se substanciará de conformidad con lo dispuesto por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.”

De contenido de los dispositivos transcritos, se obtiene que regulan el procedimiento de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, tanto en la vía administrativa, ante la entidad responsable, como en la vía contenciosa ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; sin embargo no se refieren a la competencia orgánica de la Unidad Jurídica de INTERAPAS, de ahí que resulten ineficaces para fundar la competencia de la autoridad que emite el acto impugnado.

De la Ley de Aguas:

“Artículo 4°. Son autoridades para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias: …

IV. Los organismos operadores descentralizados.”

“Articulo 87. La Comisión, en coordinación con el ayuntamiento, promoverá la creación de organismos operadores descentralizados, particularmente en aquellos municipios en que se considere conveniente para la prestación de los servicios públicos, y la construcción, operación y mantenimiento de la infraestructura hidráulica correspondiente.

Asimismo, los organismos operadores paramunicipales podrán constituirse, si así lo convienen sus respectivos municipios, en organismos operadores intermunicipales, en términos de ley.

El organismo operador Intermunicipal se subrogará en las responsabilidades y adquirirá los derechos y obligaciones de los organismos que se extingan, en los términos de su decreto de creación.”

“Artículo 88. Los organismos operadores se crearán mediante decreto expedido por el Congreso del Estado, previo acuerdo de cabildo del municipio correspondiente, y de conformidad con la legislación aplicable, como organismos descentralizados de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

En el decreto de creación de los organismos señalados, se deberá establecer el área geográfica en la que prestarán los servicios públicos.”

“Artículo 89. El convenio de creación de un organismo operador intermunicipal, será considerado de derecho público, y se sujetará a las siguientes bases:

I. Su celebración deberá ser autorizada por los municipios participantes, en la sesión de cabildo correspondiente;

II. Su objeto será el expresado en el artículo 87 de este Ordenamiento;

III. Deberá establecer la corresponsabilidad de los municipios, respecto al pago de sus adeudos fiscales en materia de aguas nacionales y bienes públicos inherentes;

IV. Su vigencia será indefinida y sólo podrá rescindirse o darse por terminado por causas extraordinarias o imprevisibles, así como por casos fortuitos o de fuerza mayor;

V. Deberá establecerse el área geográfica donde el organismo deberá prestar los servicios públicos;

VI. En su caso, deberán preverse los mecanismos conforme a los cuales se extinguirán los organismos operadores municipales, que prestaban los servicios públicos en el área geográfica a que se refiere la fracción anterior;

VII. Se constituirá por las declaraciones y cláusulas que se consideren convenientes, y en ellas se deberán de precisar todos los elementos que se indican en esta sección, y

VIII. Se perfeccionará y producirá todos sus efectos una vez publicado en el Periódico Oficial del Estado.”

“Artículo 91. La organización y funcionamiento de estos organismos se regirán por la presente Ley, su decreto de creación y su reglamento interno.”

“Artículo 94. Los organismos operadores descentralizados contarán con: …

II. Un Director General; …
IV. Un Consejo Consultivo, y”

“Artículo 100. El Director General del organismo operador descentralizado tiene las siguientes atribuciones:

I. Tener la representación legal del organismo, con todas las facultades generales y especiales que requieran poder o cláusula especial conforme a la ley; así como otorgar y revocar poderes, formular querellas y denuncias, otorgar el perdón extintivo de la acción penal, elaborar y absolver posiciones, así como promover y desistirse del juicio de amparo; …

XXIV. Nombrar y remover al personal del organismo”

En los artículos transcritos, se establecen diversas reglas que deben de seguirse para la creación de un organismo público descentralizado que se ocupe de la prestación del servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento; por lo que es evidente que guardan relación con el INTERAPAS, sin embargo, no tienen contenido de atribuciones orgánica, que doten de competencia a determinada autoridad, particularmente, en nuestro caso al jefe de la Unidad Jurídica del INTERAPAS, para conocer y resolver de un reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
Del Decreto de Creación:
ARTICULO 1°.—Se crea el organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento ,en los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas de sus jurisdicciones, en los términos que señalan la Constitución General de la República, la Constitución Política del Estado, la Ley Orgánica del Municipio Libre y la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento.

El organismo operador lntermunicipal (INTERAPAS), que se crea mediante el presente decreto, formará parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio y ejercerá sus funciones a través de un Consejo de Administración, de un Director General y. de un. Comisario y ajustará su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, el presente decreto y su reglamento interior.
ARTICULO 5o.—En un plazo que no exceda de noventa días a partir de la instalación del organismo intermunicipal, el Consejo de Administración deberá aprobar y expedir su reglamento interior, mismo que deberá ser, publicado en el Periódico Oficial del Estado.

El reglamento interior del organismo operador podrá ser modificado sólo bajo las mismas formalidades con que se emitió y deberá contener, además de lo señalado en la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, lo dispuesto en el presente decreto:

I.- Un capitulo donde se establezca su estructura-orgánica y las funciones que se asignen a cada uno de sus departamentos o unidades administrativas, así como las facultades y obligaciones de los distintos funcionarios del organismo y de los consejeros; …
IV.- Las disposiciones generales sobre el perfil de puestos que deben reunir los funcionarios que ocupen la titularidad de los cargos, en los niveles que al efecto señale el propio reglamento y las condiciones en que pueden hacerlo.”(SIC)
Del contenido de los artículos transcritos, se desprende que el decreto de creación de INTERAPAS, prevé las normas básicas de organización y estructura, sin embargo, no particularizan competencia orgánica, sino que remiten al Reglamento Interno; en ese contexto, resultan ineficaces para justificar la competencia orgánica del Jefe de la Unidad Jurídica para conocer y resolver de un procedimiento en donde se reclama la Responsabilidad Patrimonial del Estado al INTERAPAS:
Del Reglamento Interior:

“Artículo 27. La representación legal, tramitación y resolución de los asuntos de la competencia de INTERAPAS que no se encuentren expresamente reservados a la Junta de Gobierno, corresponden originalmente al Director General, quien para la mejor distribución y desarrollo del trabajo, podrá delegar sus facultades, que no le sean exclusivas, en servidores públicos subalternos, sin perjuicio de su ejercicio directo.”

“Artículo 28. El Director General tiene la representación legal de INTERAPAS, con todas las facultades generales y especiales que requieran poder o cláusula especial conforme a la ley, entre las que enunciativa, más no limitativamente, se encuentran las de representar al Organismo ante toda clase de personas físicas o morales, Sociedades Mercantiles, Civiles o Asociaciones, Organismos Descentralizados, Instituciones Públicas o Privadas; en juicio o fuera de él, ante toda clase de autoridades, ya sean Municipales, Estatales, Federales, Judiciales, Civiles, Administrativas, Penales, Legislativas, del Trabajo y Militares; para desistirse, transigir, comprometer en árbitro, absolver y articular posiciones, recusar jueces o magistrados, recibir pagos, tachar, interrogar, repreguntar testigos, impugnar documentos, ofrecer y rendir pruebas, formular denuncias, acusaciones o querellas, constituir al Organismo poderdante en parte civil o coadyuvante del Ministerio Público para exigir la reparación del daño y la responsabilidad civil cuando proceda contra terceros y en su caso, otorgar poderes generales o especiales, así como para reconocer firmas o documentos, suscribir títulos de crédito, promover y desistirse del juicio de amparo, y entablar toda clase de demandas; el poder y facultades para actos de dominio así como la suscripción de títulos de crédito, estará condicionada a la autorización expresa de la Junta de Gobierno, además, tendrá las siguientes atribuciones y obligaciones para el logro de los objetivos de INTERAPAS: …

XXXIV.- Dar posesión y firmar los nombramientos del personal que haya cubierto a satisfacción los exámenes y requisitos para los puestos propuestos en el organigrama administrativo y removerlos cuando así convenga a los intereses de INTERAPAS;”

“Artículo 45. La Unidad Jurídica deberá ejercer las siguientes funciones: …

VI.- Representar legalmente al Organismo con todas las facultades generales y especiales de un apoderado general, conferidas por la Junta de Gobierno, aún aquellas que requieran poder o cláusula especial conforme a la ley, entre las que enunciativa, más no limitativamente, se encuentran las de representar al Organismo ante toda clase de personas físicas o morales, Sociedades Mercantiles, Civiles o Asociaciones, Organismos Descentralizados, Instituciones Públicas o Privadas, en juicio o fuera de él, ante toda clase de autoridades, ya sean Municipales, Estatales, Federales, Judiciales, Civiles, Administrativas, Penales, Legislativas, del Trabajo y Militares; para desistirse, transigir, comprometer en árbitro, absolver y articular posiciones, recusar jueces o magistrados, recibir pagos, tachar, interrogar, repreguntar testigos, impugnar documentos, ofrecer y rendir pruebas, formular denuncias, acusaciones o querellas, constituir al Organismo poderdante en parte civil o coadyuvante del Ministerio Público para exigir la reparación del daño y la responsabilidad civil cuando proceda contra terceros y en su caso, otorgar poderes generales o especiales, así como para reconocer firmas o documentos, promover y desistirse del juicio de amparo, y entablar toda clase de demandas; …
IX.- Tramitar y resolver en tiempo y forma los recursos administrativos que promuevan los particulares, contra de actos o resoluciones provenientes de la Dirección General o de las unidades administrativas del INTERAPAS, conforme las disposiciones legales aplicables;

XI.- Notificar sus propios actos y resoluciones, así como los que para tal efecto le sean remitidos por los órganos de gobierno y las unidades administrativas de INTERAPAS; …

XVI.- Los demás que le señalen las leyes, decretos, acuerdos, reglamentos y manuales, así como aquellas que le confiera el Director General; (sic)”
Ahora bien, en relación a los dispositivos del Reglamento Interno del INTERAPAS, se debe decir, que los artículos 27 y 28 que citó la Autoridad Demandada en el acto impugnado, no son eficaces para justificar su competencia, puesto que de su simple lectura se advierte que se refieren a atribuciones del Director General, y no de la unidad Jurídica.
Y por lo que se refiere al artículo 45 fracciones VI, IX, XI y XVI, si bien se refieren a las atribuciones de la Unidad Jurídica, ninguna ellas le confiere atribuciones para conocer y resolver de un reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado al INTERAPAS; ya que por lo que se refiere a la fracción sexta, le confiere la representación legal del INTERAPAS como un apoderado general para pleitos y cobranzas, mientras que la fracción novena le confiere atribuciones para tramitar y resolver los recursos administrativos interpuestos por particulares, por su parte la fracción décimo primera le confiere la facultar de notificar los actos que emita, y finalmente la fracción décimo sexta alude a las diversas atribuciones que le confieran otras disposiciones.
Por consiguiente, es dable al suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria concluir que los preceptos en que la Autoridad Demandada sustentó su competencia para conocer del reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, realizado por la Actora, no son aptos y suficientes para justificarla, pues como se dilucidó en párrafos precedentes, para estimar satisfecha la debida fundamentación que establece el artículo 16 Constitucional, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que éstas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, y si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte específica donde se desprende la atribución ejercida.
De lo anterior, se sigue que el primero de los conceptos de impugnación en estudio resultó fundado.
A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, acorde a lo que dispone el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el artículo 27 del Reglamento Interno de INTERAPAS, la competencia para conocer y resolver el reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado formulado por la aquí Actora, le corresponde al Director General, ya que dicha atribución no se encuentra expresamente reservada para la Junta de Gobierno de dicho organismo –al no estar contenida en el ordinal 8° del Reglamento Interno- ni mucho menos se advierte que sea al Titular de la Unidad Jurídica.
Tampoco pasa desapercibido para este Juzgador que conforme al ordinal 45, fracción XVI, del Reglamento Interno, la Unidad Jurídica tiene entre sus funciones aquellas conferidas por el Director General; sin embargo, de autos no se advierte que el tramitar y resolver los Reclamos de Responsabilidad Patrimonial del Estado, sea una facultad que le haya sido conferida; además, de que en todo caso, al ser parte de la fundamentación de la competencia, en su caso, esa situación debería estar fundamentada dentro del mismo texto del acto impugnado –o las actuaciones procedimentales-. 

En ese orden de ideas, de la revisión realizada a todas las actuaciones de autoridad que integran el procedimiento que dio origen a la resolución impugnada, se advierte que esas fueron suscritas por el Titular de la Unidad Jurídica de INTERAPAS; y no así, por el Director General de dicho Organismo, por lo que la ilegalidad anteriormente estudiada y destacada les resulta aplicable a todos los actos procedimentales.

Por lo anterior, respecto del acto impugnado así como del procedimiento que le dio origen, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción I del Código Procesal Administrativo, que se refieren a la incompetencia del funcionario que conoció y resolvió del procedimiento administrativo de reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, consistente en la tramitación y resolución de la instancia de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado formulada por la C. *** ***** ****** **** ante el INTERAPAS; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno.

Debe destacarse que en el caso que nos ocupa, el acto impugnado deriva de la reclamación formulada por la parte actora, por lo que a pesar de la ilegalidad anteriormente detectada este Juzgador no puede simplemente declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado; pues se dejaría sin resolver la reclamación interpuesta por la accionante, lo cual sería en contravención al principio de seguridad jurídica a que se refiere el artículo 16, de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos; de ahí que con fundamento en los artículos 251 y 252, del Código Procedimientos Administrativos para el Estado, la nulidad aquí decretada será para el efecto de que la autoridad competente para ello -Director General del INTERAPAS- de trámite y resuelva la instancia formulada por la C. *** ***** ****** **** -en donde formuló sustancialmente el reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado- lo que podrá hacer con libertad de jurisdicción.

Cabe precisarse que se le deja libertad de jurisdicción a la autoridad, dado que en el presente juicio no se acreditó ninguna ilegalidad que obligara a que el reclamo de responsabilidad patrimonial se resolviera en algún sentido determinado; lo que se explica pues la parte actora no argumentó cuestiones de fondo sobre la procedencia de su reclamo.
Determinación a la que resulta ilustrativa, en lo conducente, la tesis jurisprudencial que a continuación se inserta con sus datos de publicación.

Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XIV, noviembre de 2001; Tesis: 2a./J. 52/2001; Página: 32

"COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.- Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."

Asimismo, resulta aplicable de manera análoga, la tesis de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, texto y datos de publicación son los siguientes:
Época: Novena Época; Registro: 195532; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia;

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo VIII, Septiembre de 1998; Materia(s): Constitucional, Administrativa; Tesis: P./J. 45/98; Página: 5

“SENTENCIAS DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS. EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE ESTABLECE ESE SENTIDO ANTE LA ACTUALIZACIÓN DE LA AUSENCIA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. El sentido de lo dispuesto en el último párrafo de la fracción III, del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, en cuanto a que el Tribunal Fiscal de la Federación debe emitir una sentencia de nulidad para efectos cuando se actualice la causal prevista en la fracción II, del artículo 238 del mismo ordenamiento legal, referente a la ausencia de fundamentación y motivación de la resolución impugnada, se desentraña relacionándolo armónicamente con el párrafo primero de esa misma fracción, dado que así se distingue la regla de que la sentencia puede declarar la nulidad de la resolución para determinados efectos y una excepción, cuando la resolución involucra las facultades discrecionales de la autoridad administrativa. Reconocida esa distinción en la hipótesis en que la resolución carece de fundamentación y motivación (artículo 238, fracción II), y la variada competencia que la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación otorga al mismo tribunal, descuella, que para poder determinar cuándo la sentencia de nulidad debe obligar a la autoridad administrativa a dictar una nueva resolución, y cuándo no debe tener tales efectos, es necesario acudir a la génesis de la resolución impugnada, a efecto de saber si se originó con motivo de un trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso, o con motivo del ejercicio de una facultad discrecional. Cuando la resolución se dictó como culminación de un procedimiento o en relación con una petición, donde el orden jurídico exige de la autoridad un pronunciamiento, la reparación de la violación detectada no se colma con la simple declaración de nulidad, sino que es preciso que se obligue a la autoridad a dictar otra, para no dejar incierta la situación jurídica del administrado, en el sentido que sea, pero fundada y motivada. Consideración y conclusión diversa amerita el supuesto en que la resolución nace del ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad, en la que opera la excepción señalada, dado que el tribunal, al declarar la nulidad de la resolución, no puede obligar a la autoridad administrativa a que dicte nueva resolución, porque equivaldría a que se sustituyera a la autoridad administrativa en la libre apreciación de las circunstancias y oportunidad para actuar que le otorgan las leyes, independientemente de que también perjudicaría al administrado actor en vez de beneficiarlo, ya que al darle ese efecto a la nulidad, se estaría obligando a la autoridad a actuar, cuando ésta, podría no encontrar elementos para fundar y motivar una nueva resolución, debiendo abstenerse de emitirla. Por la misma causa, la sentencia que declara nula una resolución infundada e inmotivada, emitida en ejercicio de facultades discrecionales, no puede impedir que la autoridad administrativa pronuncie una nueva resolución, en virtud de que con tal efecto le estaría coartando su poder de decisión, sin haber examinado el fondo de la controversia. Las conclusiones alcanzadas responden a la lógica que rige la naturaleza jurídica del nacimiento y trámite de cada tipo de resoluciones, según la distinción que tuvo en cuenta la disposición en estudio, de tal modo que en ninguna de las dos hipótesis viola la garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 constitucional, ya que si bien este dispositivo fundamental no establece la posibilidad de que ante la anulación de una resolución administrativa por falta de fundamentación y motivación, se obligue a la autoridad que la emitió, a que reitere el acto de molestia, es inconcuso que cuando dicha autoridad, en virtud de las leyes que rigen su competencia, o con motivo de una instancia o recurso del demandante, debe pronunciarse al respecto, la sentencia anulatoria de su acto infundado e inmotivado que la obligue a dictar otra resolución y hasta a indicarle los términos en que debe hacerlo, como establece la regla general de la disposición examinada, además de que tiene por objeto acatar el derecho de petición que garantiza el artículo 8o. constitucional, viene a colmar la pretensión del particular, pues le asegura una resolución depurada conforme a derecho.”

Contradicción de tesis 2/97…”

Asimismo resulta ilustrativa, en lo conducente, la tesis jurisprudencial que a continuación se inserta con sus datos de publicación.

Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: VIII, septiembre de 1998; Tesis: 2a./J. 67/98; Página: 358

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO.- Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido."

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad tanto de la resolución impugnada como del procedimiento que le dio origen, resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo.
Máxime que el último concepto de impugnación que se omite su estudio, trata sobre cuestiones formales, como son las supuestas ilegalidades acontecidas en el trámite del procedimiento de reclamación patrimonial; sin embargo, el mismo ya ha sido declarado nulo en virtud de que fue llevado a cabo por una autoridad incompetente para ello y se ordenó que se diera tramite y resolución por la autoridad competente; por lo tanto, el estudio de dichas supuestas violaciones ningún beneficio le reflejaría al impetrante al tener sustento en actuaciones que ya han sido dejadas sin efectos. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción I y III, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, consistente en la tramitación y resolución de la instancia de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado formulada por la C. *** ***** ****** **** ante el INTERAPAS; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciado Alejandro Javier García González, que autoriza y da fe.- (RÚBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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� Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.


� Novena Época, No. Registro: 176329, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 183/2005, Página: 778.





